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Rasgos generales

Las elecciones generales, cuya celebracién ha correspondido realizar en
marzo de este afio, constituyen siempre un acontecimiento de primera magnitud
que estd en grado de afectar al rumbo ordinario de la actividac{p politica e institu-
cional de cualquier Comunidad Auténoma. En el caso concreto del archipiélago
canario, ello es tanto o mds evidente cuando el poder politico en su conjunto lo
detentan bésicamente tres grandes fuerzas poll;ticas, los dos grandes partidos
nacionales y otro de corte nacionalista, ninguno de las cuales llega a alcanzar ni
en esta Legislatura, ni en las anteriores, la mayoria absoluta precisa para la for-
macién de un gobierno monocolor.

La obligada formacién de un gobierno de coalicién parlamentaria desde el pri-
mer instante puede afectar a la consistencia de sus lineas de actuaciones y compro-
meter incluso su propia estabilidad; y ello a su vez puede agravarse o amorti-
guarse, segun los casos, a partir del resultado electoral general; y, més atin que el
resultado concreto obtenido respectivamente en las islas por cada una de las fuer-
zas politicas actuantes en Canarias, esti en grado de influir en ello el definitivo
color politico de]l Gobierno de Ja Nacién que ha de constituirse después de cele-
bradas las elecciones generales.

Como es sabido, el PSOE gand tales elecciones generales. De haber ganado el
PP, probablemente el pacto de gobierno existente en Canarias CC-PP no sélo se
habria mantenido sino podria incluso haber salido fortalecido. No puede soste-
nerse con total seguridad, ciertamente, que, como no ha sido asf, tenga que suce-
der lo contrario, esto es, que dicho pacto haya salido debilitado.

Sin embargo, no es fécil hacer politica en Canarias si falta la sintonia suficiente
con el Gobierno de la Nacién: la colaboracién mutua se torna muchas veces en una
exigencia indeclinable para promover el desarrollo econémico y social del archi-
piélago, y capitalizar los éxitos correspondientes. Es dificil por eso que pueda per-
sistir una situacién de permanente tensién y de enfrentamiento continuo.

Conforme a lo expuesto de alguna manera, cabe indicar que se ha mantenido
en este 2008 el actual pacto de gobierno CC-PP, pero se ha podido igualmente
percibir el inicio de un cierto cambio en el tono de los planteamientos y reivin-
dicaciones formuladas desde el Gobierno de Canarias, y lo mismo puede decirse
al revés, respecto de la oposicién.

No por ello, sin embargo, ha dejado de mantenerse firme y nitidamente, en el
dmbito interno de Ja Comunidad Auténoma, la linea de separacién entre ambos
polos, Gobierno y oposicién.
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Entrando ya en otros derroteros, la preparacién de la contienda electoral, el
acontecimiento mismo de las elecciones generales, la definitiva cristalizacién del
Gobierno y la redefinicién de las relaciones en el sentido antes indicado son fac-
tores que han dado lugar, también, a la formacién de un clima impregnado de una
cierta transitoriedad durante todo este afio, lo que se ha reflejado en el plano de
la actividad politica e institucional.

Probablemente asf la primera causa de la escasa actividad legislativa desplega-
da este afio pueda estar efectivamente en ello, si bien ha de resaltarse que el ritmo
natural y habitual de toda Legislatura determina asimismo, con cardcter general,
que la actividad legislativa avance lentamente los primeros afios y sélo se agilice
al final. En todo caso, sea por una u otra explicacidn, 6 leyes es, ciertamente, un
balance poco alentador para el segundo afio de una Legislatura. En cuanto a su
contenido, por lo demds, la mayoria de ellas (4) se incardina en el drea de econo-
mia y hacienda. Sobresale de cualquier manera la creacién de la policfa autoné-
mica (Ley 2/2008), sin el respaldo de la oposicién.

Tampoco ha sido especialmente intensa la actividad normativa del Gobierno.
El apartado habitualmente dedicado a este pormenor se aprovecha para dar cuen-
ta de algunas iniciativas de interés por su proyeccién més alld de Jas fronteras del
Estado, como la creacién de delegaciones y oficinas en el exterior, la modifica-
ci6n de la reglamentacién de la Presidencia del Gobierno para introducir la figu-
ra del Comisionado de Accién Exterior con categoria de Consejero, o las incer-
tidumbres desde el punto de vista de la normativa europea que ha suscitado la
difusién de un documento que puede calificarse de soft llz)zw como es la denomi-
nada «Estrategia de Empleo de Canarias 2008-2013».

En el 4mbito de la conflictividad constitucional, sin que se haya resuelto nin-
guno de los asuntos pendientes, se han incrementado significativamente los re-
cursos de inconstitucionalidad promovidos este afio (5). Dentro del sello propio
de este capitulo del Informe dedicado a Canarias que parcce decantarse este afio de
modo natural a destacar las actuaciones con relevancia en el exterior, ha de indi-
carse que 2 de dichos recursos tienen por telén de fondo el alcance de Jas com-
petencias sobre el medio marino. Pero sin duda el mis importante es el promovi-
do contra los Presupuestos Generales del Estado de 2008, en tanto que se suscitan
no sélo cuestiones de indole competencial sino relacionadas también con aspectos
importantes de nuestro sistema de fuentes.

Ya en distinto apartado, se ofrece una aproximacién a los resultados depara-
dos en Canarias por las elecciones generales. Y, en el mismo lugar, sobre la vida
parlamentaria, se da cuenta igualmente del desarrollo del primer Debate sobre «el
estado de la nacionalidad» de la Legislatura, de la toma de posicién institucional
conjunta adoptada sobre la cogestién acroportuaria y de la inminente constitucién
de una comisién de investigacién. Cierra este espacio una referencia a la vida de los
partidos politicos, todos los cuales han celebrado sus respectivos congresos re-
gionales, en clave de continuidad los de PP y PSOE, y en clave de profundos
cambios en el caso de CC, puesto que los cambios han afectado en este caso prac-
ticamente a todo, como se detallard mis adelante, personas, programas, régimen
de funcionamiento interno y sistema de relaciones entre partido y gobierno.

Se ha recuperado, después, un apartado sobre la vida local, urbanismo y terri-
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torio, para incluir dentro del mismo los distintos conflictos relacionados con este
dmbito, que han sido particularmente importantes este 2008 (empezaria a exten-
derse més de la cuenta esta introduccidn si nos detenemos ahora en ello, pero
cabe resaltar que en cualquier caso empiezan a impresionar las sumas indemni-
zatorias a las que ascienden las condenas impuestas a la Administracidén por razo-
nes territoriales).

Y el capitulo dedicado a Canarias dentro de este Informe se cierra, en fin, con
sus dos apartados habituales, dedicado el primero de cllos a subrayar las relacio-
nes de Canarias con el Estado (que incluye aspectos como el desarrollo regla-
mentario del régimen econémico y fiscal especial de Canarias, la actividad con-
vencional realizada con referencia particular a la suscripcién del convenio de
aguas o de obras hidrdulicas, y la toma de posicién de los respectivos gobiernos
en los debates sobre presupuestos); y el segundo, a las de Canarias y el exterior
(se profundiza en este punto sobre la reforma de la presidencia del gobierno con
indicacién de los diversos érganos con relevancia exterior, se analiza una impor-
tante resolucién judicial recaida este afio sobre delimitacién de las aguas, y se
detallan en fin los avances singulares de las relaciones especiales con Marruecos).

La legislacién

Escasa ha sido una vez mds la actividad legislativa desarrollado a lo largo de
este 2008. Finalmente han visto la luz 6 leyes, todas las cuales salvo una han sido
consecuencia de Ja tramitacién de proyectos de ley. En si mismo, el escaso niime-
ro de leyes aprobadas no tiene por qué ser considerado un dato negativo, una vez
que ¢l ordenamiento autonémico se ha completado después de un esfuerzo par-
ticularmente importante, desplegado sobre todo durante la década de los noven-
ta del pasado siglo. Pero también, y seguramente més atin, han influido en ello
los factores antes indicados en la introduccién a este Informe.

Entre las leyes aprobadas, sin duda, la mds importante es la de la creacién de
la policfa canaria (Ley 2/2008, de 28 de mayo, del Cuerpo General de la Policia
Canaria), un asunto que llevaba planteindose durante varias legislaturas sin éxito
porque PSOE y PP sumaban sus fuerzas en contra de esta reivindicacién basica-
mente sostenida por los nacionalistas de CC. Han cambiado ahora las cosas, sin
embargo, porque PP comprometié su apoyo en el pacto de gobierno. La Ley ha
obtenido por tanto el respaldo de 34 votos y la oposicién de 26.

Aparte del disefio general del cuerpo de la policia autonémica y el estatuto de
sus miembros, las competencias ostentadas por los 6rganos de la Comunidad
Auténoma respecto del mismo, y su sistema de relaciones con las demis policias,
sus funciones se detallan en el importantisimo art. 19 (se diferencian entre: las
que son objeto de especial atencién, como ordenacién del turismo, inspeccién del
transporte, cumplimiento de la normativa cultural, proteccién y tutela de menores
e inmigrantes, colaboracién con servicios de salvamento maritimo; las que se rea-
lizan en régimen de especial colaboracién con la policfa nacional y guardia civil,
como vigilancia del literal, control de explosivos, control de la inmigracién irre-
gular, verificacién del resguardo fiscal y control de las empresas de seguridad; y
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las de prestacién simulténea e indiferenciada con las fuerzas y cuerpos de seguri-
dad del Estado, como la cooperacién a la resolucién amistosa de conflictos pri-
vados, la prestacién de auxilio en catistrofes y el cumplimiento de las normas
ordenadoras de la conservacién de la naturaleza, medio ambiente, recursos hidri-
cos, caza, pesca y montes).

Sin embargo, la implantacién real de la policia autonémica puede resultar difi-
cil, porque el Estado ha negado claramente su apoyo y, més atin a corto plazo, por
la situacién econdémica actual, que ha motivado que incluso el propio Gobierno de
Canarias minore sus propias previsiones. Los primeros efectivos se harfan reali-
dad el préximo afio. En principio, se trataba de 120 agentes, para que en 2011 lle-
garan a 300 y que en la préxima década se alcanzara el nimero total de 1.700
agentes, porque a partir de 2011 la intencidn es cubrir las plazas vacantes de la
guardia civil y la policia nacional. Dada la crisis, el niimero 1nicial de efectivos se
ha reducido a 100: 50 corresponden a la escala basica, se accede por oposicién y
acaba de publicarse la correspondiente oferta de empleo publico; y otros 50 habrin
de provenir de otros cuerpos de seguridad (la Ley reconoce y garantiza el mante-
nimiento del sistema de seguridad social o previsién que tenfan en el cuerpo de
- procedencia). Por otro lado, el despliegue inicial hasta 2011, a cubrir exclusiva-
mente con cargo a la Comunidad Auténoma, se ha extendido a 2013, También la
policia local puede asumir las funciones propias de la policia autonémica, me-
diante la encomienda de servicios y a través del convenio correspondiente.

Otra ley digna de mencidn por su repercusién econémica es la Ley 3/2008,
de 31 de julio, de devolucién parcial de la cuota del impuesto especial de la Co-
munidad Aut6noma sobre combustibles derivados del petréleo y de estableci-
miento de una deduccién autonémica en el impuesto sobre la renta de las personas
fisicas por la variacién del euribor, aunque en realidad, como se desprende inclu-
so de su propia denominacién, se concreta después practicamente en dos tnicas
medidas. La primera se dirige a los transportistas y agricultores, a quienes de-
vuelve el 30% del impuesto sobre carburantes; y la segunda a las familias con cré-
ditos hipotecarios en cuanto les permite deducir del tramo autonémico sobre el
IRPF las ayudas otorgadas para paliar el incremento del euribor en hipotecas con
interés variable.

En esta misma materia, la Ley 6/2008, de Medidas Tributarias Incentivadoras
de la Actividad Econémica, ha incorporado ya a finales dc afio mayor niimero de
medidas. Se modifica la normativa reguladora del impuesto especial sobre com-
bustibles derivados del petréleo (para excluir los biocarburantes mezclados con
gasolinas o gaséleos, y equipararse asi a lo dispuesto por la legislacién general
reguladora del impuesto sobre hidrocarburos que no es aplicable en Canarias),
asi como la de otros tres impuestos (la del impuesto general indirecto canario,
para elevar de rango el plazo de solicitud de devolucién del impuesto satisfecho
o soportado por empresarios o profesionales no establecidos en Canarias; la del
impuesto soI};re transmisiones patrimoniales y actos juridicos documentados,
para establecer nuevos tipos reducidos en la adquisicién de vivienda habitual por
familias numerosas, o por menores de 35 afios, o de vivienda de protegida que
tenga la consideracién de vivienda habitual, y de los documentos notariales corres-
pondientes; y en fin la del impuesto sobre sucesiones y donaciones, para facultar al
contribuyente para promover la tasacién pericial contradictoria contra la liquida-
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cién efectuada sobre la base de valores comprobados administrativamente, y para
suprimir la exigencia de documento publico en los seguros de vida que deban tri-
butar como donacién, introduciéndose asimismo una limitacién temporal en la
bonificacién para evitar posibles fraudes). Sendas disposiciones adicionales per-
miten asimismo efectuar reajustes en la distribucién del bloque de financiacién
canario de los tributos integrantes del régimen econdémico y fiscal especial de
Canarias, y algunas modificaciones de la Ley 11/2006, de Hacienda Piblica Ca-
naria (ciertamente puntuales estas Gltimas; pero que no por ello deja de plantear los
problemas de relacién intraordinamental que suscitan siempre estas reformas).

Al 4rea de economia y hacienda cuya actividad legislativa ha sido destacada
durante 2008 (4 de las 6 leyes aprobadas proceden de este 4mbito) hay que ads-
cribir asimismo la Ley 1/2008, de 16 de abril, de modificacién de la Ley 9/2006,
de 11 de diciembre, tributaria de la Comunidad Auténoma de Canarias. Una
norma puntual en este caso, de articulo dnico, que se limita a dar una nueva
redaccién de la regulacién del registro de valores inmobiliarios de Canarias (art. 23
de la Ley Tributaria), como consecuencia del acuerdo alcanzado en el seno de la
Comisién Bilateral de Cooperacién Administracién General del Estado-Comu-
nidad Auténoma de Canarias, para evitar el Recurso de Inconstitucionalidad que .
podia haberse planteado en otro caso, sobre el alcance de dicho registro que, se-
gin se dispone, queda circunscrito a la aplicacién de los tributos gestionados por
la Comunidad Auténoma.

Y, en fin, dentro del 4rea de economia y hacienda, obligado es asimismo incluir
la Ley 5/2008, de Presupuestos Generales de la Comunidad Auténoma de Cana-
rias de 2009: no obstante el severo ajuste del gasto publico que resulta obligado a
partir de la situacién econdmica actual, ha intentado preservarse el componente
incentivador de la actividad productiva que el presupuesto puede también contri-
buir a propiciar. La Ley 5/2008 incluye dos nuevas fundaciones (una de ellas,
la Fundacién Canaria para la Accién Exterior), introduce una mayor liberacién en
la vinculacién de los créditos, algunos ajustes en el régimen general de las modifi-
caciones de crédito (particularmente, sobre incorporaciones de crédito), y la tra-
mitacién directa de las modificaciones presupuestarias por algunos organismos
publicos, todo ello dentro de su contenido minimo necesario dispuesto constitu-
cionalmente; asi como un conjunto de normas relacionadas con dicho contenido
minimo para facilitar su interpretacién y ejecucién (entre éstas, los incrementos de
personal: se contempla junto a la subida del 2% otra adicional de un 1% para
aumentar ¢l complemento especifico y posibilitar que pueda percibirse en 14
pagas anuales), o que se estiman también necesarias por su caricter presupuesta-
rio o para agilizar su gestién (entre éstas, algunas tales como la posibilidad de
incrementar la deuda publica, o una nueva regulacién para los avales de la Comu-
nidad Auténoma).

Para concluir la lista, habria que citar ya en distinto dmbito, en el 4mbito de la
ordenacién del territorio y medio ambiente, la Ley 4/2008, de 12 de noviembre,
por la que se introduce la obligatoriedad del examen y anilisis ponderado de la
alternativa cero en la legislacién canaria sobre evaluacién ambiental de determina-
dos proyectos. Su titulo expresa perfectamente su objeto, y a tal efecto se procede
a una modificacién puntual de I‘; Ley 11/1990, de Prevencién de Impacto Eco-
16gico (arts. 11.5, 12. 4 b) y 13.2 ¢)), para ampliar su dmbito de aplicacién e impo-
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ner la exigencia de considerar la alternativa cero, esto es, la no realizacién de la ac-
tuacién proyectada, respecto de los proyectos elaborados en desarrollo de un plan
o programa que no hayan sido objeto de evaluacién estratégica.

Por completar este apartado, entre los proyectos legislativos en curso de tra-
mitacién habria que destacar el Proyecto de Ley de Medidas Urgentes en Materia
Turistica y Territorial, cuya tramitacién acaba de superar ademds la enmienda a
la totalidad presentada por el PSOE. Son de gran alcance las medidas que pre-
tenden introducirse por medio de este texto.

De acuerdo con la versidn inicial del Proyecto, en relacién, primero, con el
turismo, como regla general, los dnicos establecimientos que se permiten son los
vinculados a Ja rehabilitacién o a la renovacién de la planta alojativa: ambas actua-
ciones se fomentan incluso, otorgando mayor niimero de camas (duplicando o tri-
plicando las actuales) si se llevan a efecto. En otro caso, como alternativa para los
titulares de proyectos urbanisticos no desclasificados con anterioridad queda,
o bien la desclasificacién con la consiguiente indemnizacidn, la sustitucién de las
edificaciones previstas por infraestructuras dedicadas al ocio, o el traslado del apro-
vechamiento a otros lugares mediante convenio con los ayuntamientos a fin de
desarrollar nuevos usos industriales, comerciales o residenciales, en este dltimo
caso, siempre que al menos del 30% de las viviendas sean de proteccién oficial.
Como excepcidn, se admite la construccién de hoteles de nueva creacién, de cinco
estrellas, en un tinico supuesto, hoteles escucla o establecimientos, con el 10% para
docencia, y el 60% de cuya plantilla ha de provenir del Servicio Canario de Empleo
y durante un periodo minimo de 6 afios. Estas condiciones estdn abiertas a cual-
quiera, de cumplirse, lo que pretende asegurar la igualdad y evitar las sospechas
habituales frente a cualquier proceso de seleccidn, como precisamente habfa veni-
do sucediendo con el actual sistema en vigor. Durante los préximos 5 afios se cie-
rra ademds toda posibilidad de clasificar nuevos suelo turistico.

En relacién con la ordenacién urbanistica y territorial, por otro lado, se sim-
plifica el régimen de los proyectos de actuacién territorial y calificaciones terri-
toriales, como también el de las directrices sectoriales; se habilita directamente a
los ayuntamientos (ahora, depende de los planes insulares y generales) para cali-
ficar suelo industrial (que por otro lado queda desclasificado en 4 afios si no se
destina a dicho uso), al margen de las grandes urbanizaciones industriales, por-
que se garantiza que el 30% se urbanice en parcelas de 300 m (ahora, 1000); se
permite destinar parte del suelo ristico a la implantacién de energfas renovables
cuando no supere ¢l 30%; se procede a legalizar un buen nimero de actividades
ganaderas; se faculta también el desarrollo del suelo en municipios cuyo planea-
miento no estd adaptado; y, en general, se legitima la realizacién de actuaciones
urbanisticas que aun cuando no previstas por el planeamiento tampoco aparecen
prohibidas por éste.

Tampoco carece de relevancia el Proyecto de Ley de Cooperacién Internacio-
nal para el Desarrollo, que también ha iniciado su tramitacién parlamentaria.
Otros que igualmente estdn en curso son los relativos a la Agencia Canaria para
el Desarrollo Sostenible y Cambio Climdtico, Consejos Sociales y Coordinacién
del Sistema Universitario de Canarias, y Ordenacién del Transporte Maritimo de
Canarias.
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Teniendo presente que también esperan su turno otras Proposiciones de Ley, en
distintas materias concernientes a la igualdad entre hombres y mujeres, declaracién
y ordenacién de dreas urbanas en el litoral canario, exigencia del pago de un canon
por la realizacién de determinadas obras publicas en suelo réstico, emplazamiento
de infraestructuras de radiocomunicacién y telefonfa mévil de Canarias (en cam-
bio, una iniciativa popular avalada por 45.000 firmas, encaminada a impedir con
cardcter general el crecimiento de la oferta alojativa en Canarias, ha sido final-
mente rechazada, lo que ha causado una importante polémica, no sélo porque al
rechazarse de plano se ha impedido incluso entrar en su examen y en la posibili-
dad siquiera de proponer enmiendas, cercenando o debilitando el derecho a la par-
ticipacién politica por medio de la iniciativa legislativa popular, sino también
porque el rechazo parlamentario se sustancié con la oposicién del Gobierno de
Canarias, al menos, de su Presidente que se habfa manifestado incluso por escri-
to a favor, por medio de la remisidn del correspondiente informe), cabe concluir
que comienza a apreciarse un significativo incremento de la actividad legislativa,
con vistas al inicio del tercer afio de la presente Legislatura.

La actividad normativa del Gobierno

Tampoco ha sido excesivamente abundante la produccién de normas regla-
mentarias durante este afio, si bien resultarfa arduo incorporar a las paginas de
este Informe la correspondiente relacién. En todo caso, la normativa reglamen-
taria aprobada ha abarcado pricticamente todos los sectores: cabe asi mencionar
economia y hacienda (Decreto 1/2008: regulacién de avales de la Comunidad
Auténoma), presidencia, seguridad y justicia (Decretos 123/2008: hipédromos y
apuestas hipicas; 133/2008: nueva oficina judicial; y 204/2008: uniformidad de la
policia), educacién (Decretos 138/2008: ordenacién y curriculo educacién infan-
til; 168/2008: ensefianzas universitarias conducentes a la obtencién de los titulos
de grado, master y doctorado; 187/2008; ordenacién bachillerato; 219/2008: acon-
tecimientos deportivos de interés general; y 702/20008: curriculo bachillerato),
sanidad (Decretos 230/2008: carrera profesional del personal diplomado sanitario
y 231/2008: carrera profesional del personal sanitario de formacién profesional y
de gestidn y servicios), vivienda (Decreto 185/2008: actuaciones para el Plan de
Vivienda de Canarias: destaca en este punto la reforma para permitir la califica-
cién de viviendas libres de nueva construccién ya terminados o en proceso de eje-
cuci6én como de proteccién oficial), obras piiblicas (Decreto 232/2008. seguridad
en obras e instalaciones hidréulicas subterrneas), turismo (Decreto 215/2008: agen-
cias de viajes), asuntos sociales (Decreto 54/2008: procedimiento para el recono-
cimiento de la situacién de dependencia, reformado por Decreto 163/2008).
También habria que destacar el Decreto 161/2008, sobre delegaciones y oficinas
sectoriales del gobierno en el extranjero.

Particular polémica ha suscitado un documento elaborado por el Gobierno de
Canarias, que puede calificarse como de soft law, y que encaja dentro de las li-
neas de actuacién anunciadas en la Legislatura, aunque ciertamente entonces, no
obstante su carcter polémico, parecia querer traducirse en normas reglamen-
tarias o incluso legales. Es la denominada Estrategia de Empleo de Canarias
2008-2013, que no sélo ha visto mermado su valor juridico: se elimina ademas la
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residencia oficial o el domicilio social en Canarias como criterio de ponderacién en
los concursos piblicos promovidos por la Comunidad Auténoma para las empre-
sas que opten a una licitacién en tales casos, como se pretendia inicialmente. Se
mantiene en cambio como criterio de ponderacién que las empresas tengan con-
tratadas a personas que llevan residiendo al menos tres afios en Canarias, aunque
se suaviza su relevancia («con un bajo porcentaje de ponderacién») reduciendo
su niimero a un porcentaje no especialmente significativo. En todo caso, la
Unién Europea, a través de la Direccién General de Empleo, ha pedido la remi-
sién del documento, lo que no es habitual en estos casos, y ha comunicado por
carta a Espafia que ¢l documento «puede incumplir» el art. 39 del Tratado y el
Reglamento 1612/68/CEE. En esta admonicién parece que ha quedado la cosa,
en tanto que no se ha plasmado el documento en leyes ni decretos, como antes
sefialamos, ni siquiera ha sido sometido a informe del Consejo Econémico y
Social, ni de los sindicatos, y carece de la denominada ficha financiera, por lo que
parece a la postre haberse tratado de una simple declaracién de intenciones.

En el 4mbito de la nueva organizacién del Gobierno y de las consejerfas, el
alcance de las novedades es mucho menor que las que pudieron registrarse el afio
anterior, lo que es completamente légico, puesto que 2007 habfa sido afio de nue-
vas elecciones autonémicas y ello habia dado lugar a la formacién de un nuevo
Gobierno que, en la actualidad, permanece sin variacién. Hubo entonces que
remodelar la planta orgénica procedente de la Legislatura anterior, y no ha sido
menester cambiarla mucho este afio.

Tal vez quepa destacar la definitiva reestructuracién de la Presidencia del Go-
bierno (Decreto 129/2008, de 3 de junio). Bajo la dependencia directa del Pre-
sidente se sitian, ademds de la figura del Comisionado de Accién Exterior de la
que nos ocuparemos més tarde en este Informe, dos Viceconsejerfas (de la Pre-
sidencia y de Comunicacién y Relaciones con los Medios; una tercera, la de Emi-
gracién y Cooperacién con América, depende del Comisionado de quien dependen
también tres Direcciones Generales), la Secretarfa General, una Direccién General
(del Gabinete del Presidente) y tres Agencias (Agencia Canaria de Investigacién,
Innovacién y Sociedad de la Informacién, Agencia Canaria de Desarrollo Sos-
tenible y Cambio Climético y Agencia Canaria de Rehabilitacién de la Planta
Alojativa Turistica). El Vicepresidente del Gobierno, por su parte, dispone como
tal de una Direccién General. Queda asimismo bajo la érbita de la Presidencia del
Gobierno un grupo importante de érganos colegiados (entre cllos, el Consejo
Asesor del Presidente); y la Presidencia presta también apoyo administrativo a la
Comisién Bilateral de Cooperacién Administracién General del Estado-Comu-
nidad Auténoma de Canarias, Comisién Bilateral de Cooperacién Administracién
General del Estado-Comunidad Auténoma de Canarias para asuntos relaciona-
dos con las Comunidades Europeas, la Comisién Mixta de Transferencias, y la
Comisién de Coordinacién y Planificacién). Todos estos rganos son objeto igual-
mente de regulacién con posterioridad, sea en el articulado mismo del Reglamento,
sea en las disposiciones adicionales del Decreto. Entre estas Gltimas llama la aten-
cién la Conferencia de Presidentes (Disposicién Adicional undécima), configurada
como foro institucional de colaboracién del Presidente del Gobierno de Canarias
y de los Presidentes de los Cabildos, de la que sin embargo apenas nada se precisa:
queda ello confiado a una normativa interna de funcionamiento.



278 LA ACTIVIDAD DE LAS COMUNIDADES AUTONOMAS

También se han aprobado nuevos reglamentos orgénicos para las Consejerias
de Presidencia, Justicia y Seguridad (Decreto 22/2008) Bienestar, Juventud y
Vivienda (Decreto 167/2008) y Turismo (Decreto 240/2008).

Aparte del Gobierno, la atencién empieza ahora a dirigirse también al campo
de la Administracién. Sobresale en este plano un Acuerdo de Gobierno (publi-
cado el 28 de abril de 2008), por el que se aprobé un programa de actuacién bajo
Ja denominacién «Acciones para la modernizacién de la Administracién Pablica
de la Comunidad Auténoma de Canarias», con cinco ejes de actuacién (potencia-
cién de la Administracidn electrénica y mejora de la sostenibilidad, Adminis-
tracién Publica mds cercana al ciudadano, el empleado piblico como dinamizador
del cambio, mejoras de dmbito organizativo y de gestién administrativa, y coo-
peracién y coordinacién con las Administraciones Ptblicas y promocién exte-
rior) que ha de ser objeto de concrecidn anual: precisamente, las correspondientes
al préximo afio 2009 se aprobaron por Orden de 25 de septiembre de 2008. Ha-
bria que destacar también en este plano la Resolucién de 26 de septiembre de
2008 de la Secretaria General de la Presidencia del Gobierno, por la que se dis-
pone la publicacién del acuerdo por el que se aprueban las medidas de choque
para la simplificacién y reduccién de cargas en la tramitacién administrativa y
mejora de la regulacién.

Si en 2007 le habia tocado el desgraciado turno de los acontecimientos catas-
tréficos a la isla de El Hierro, en 2008 le ha correspondido soportarlas a La Go-
mera en el mes abril. Para paliar los dafios, el Gobierno dicté el Decreto 89/2008,
de 29 de abril, que después completaria el Gobierno de la Nacién (Acuerdo de
Consejo de Ministros de 9 de mayo: dicho Acuerdo se publicarfa por Orden de la
Presidencia del Gobierno el 10 de mayo): se traté de un importante incendio que
llegé a afectar al Parque Nacional de la Isla.

También hubo importantes inundaciones, que afectaron a El Hierro, La Go-
mera y la parte norte de Tenerife: para la reparacién de cuyos dafios hubo de
aprobarse asimismo un conjunto de ayudas mediante Decreto 111/2008.

Ya por altimo, entre las resoluciones judiciales adversas para el Gobierno de
Canarias a lo largo de 2008, y entre algunas otras que se indicardn después den-
tro de un apartado especificamente dedicado al urbanismo, sobresale la que ha
tenido lugar a finales de afio, y que ha llevado a la anulacién del concurso para la
adjudicacién de las TDT en Tenerife, una novedosa resolucién judicial a nivel
nacional fundamentada en la falta de justificacién del informe externo recabado
a favor de una determinada empresa consultora y determinante a la postre de la
adjudicacién del concurso, asi como de la irracionalidad en la puntuacién otor-
gada en dicho informe a las ofertas presentadas, en virtud del propio baremo es-
tablecido en las bases del concurso.

Conflictividad constitucional

No se han resuelto conflictos constitucionales pendientes, pero si ha sido un
afio en que la conflictividad constitucional ha aumentado de forma especialmen-
te significativa, consolidindose en cualquier caso la tendencia apuntada en el afio
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anterior. Hay que dar cuenta de 5 nuevos recursos de inconstitucionalidad, 4 de
los cuales han sido promovidos por el Gobierno de Canarias y 1 por el Gobierno
de la Nacién. Podia haber habido incluso alguno mds, pero han quedado en el
camino. Y podian también haber sido mas amplios los recursos efectivamente
interpuestos, pero llegaron antes a alcanzarse ciertos acuerdos al respecto que lo
impidieron. Todo lo cual confirma la utilidad de la Comisién Bilateral de Coo-
peracién como punto de encuentro, con vistas a reducir la litigiosidad, en tanto
que permite esclarecer el alcance de algunos extremos virtualmente conflictivos,
mediante interpretaciones conjuntas, o bien promoviendo en su caso las modifi-
caciones puntuales oportunas.

Es preciso ahora dar cuenta de todo ello, no sin antes observar, también con
caricter general que en el segundo semestre del afio parece que puede percibirse
una reduccién de la litigiosidad. De todos modos, habré de esperar al préximo
afio para determinar si ello se confirma. De ser asi, puede ser un sintoma mds de
los nuevos tiempos, esto es, del restablecimiento de un cierto clima de concordia
entre los Gobiernos de la Nacién y de Canarias.

En cualquier caso, dejando atrds prondsticos y especulaciones, en cuanto a lo
que 2008 ha deparado, habria que comenzar por destacar que los asuntos pro-
movidos en 2007 prosiguen su tramitacién ordinaria ante el Tribunal Cons-
titucional (se recordaré: el conflicto de competencia promovido por el Gobierno
de Canarias contra el Real Decreto 1028/2007, sobre instalaciones de generacién
eléctrica en el mar territorial, y los recursos de inconstitucionalidad también pro-
movidos por el Gobierno de Canarias contra la Ley 8/2007, de Suelo, y contra la
Ley 5/2007, de Red de Parques Nacionales); o, més bien, habrfa que indicar que
inician propiamente dicha tramitacién, puesto que no ha sido sino en 2008 cuando
han empezado a dar los primeros pasos ambos litigios, aunque el planteamiento
del conflicto y de los recursos antes indicado se produjera ya en 2007.

Ya entre los nuevos recursos de inconstitucionalidad interpuestos por el Go-
bierno de Canarias en 2008, 2 de ellos vuelven a plantear ¢l problema del alcan-
ce de las competencias autondmicas sobre el mar territorial.

En uno de ellos, ademas, contra Ja Ley 42/2007, del Patrimonio Natural y de
la Biodiversidad, se reitera la polémica suscitada en relacién con la Ley 5/2007,
de Red de Parques Nacionales (RI 78/2008), especialmente, después de haberse
alcanzado un acuerdo en la Comisién Bilateral de Cooperacién sobre los arts. 24.2
y 25 a) (las instancias enfrentadas se comprometieron en efecto a interpretar que
la inclusién de habitats en el Catdlogo Espafiol de Hébitats en Peligro de Desapa-
ricién tenfa por tnico propdsito objetivos de proteccidn, sin entrar en los medios
establecidos a tal fin, por lo que la Comunidad Auténoma ejerceré con plena auto-
nomifa su capacidad para establecer el &mbito espacial y las medidas de proteccién
que estime adecuadas, pudiendo recurrir a planes, programas, actuaciones o cual-
quier otro tipo de instrumento de proteccidn dentro del marco orientativo de las
Estrategias de Conservacién y Restauracion de los hébitats aprobadas por la
Conferencia Sectorial). El recurso quedé circunscrito, de este modo, al art. 36.1
de la Ley: y limitado ya a este aspecto, se admiti6 a tramite también este afio y se
le asigné el nimero correspondiente (R1 6868/2008). Contrastado con el anterior
(RI 78/2008), el problema se centra en la proyeccién de las competencias auto-
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némicas en materia de medio ambiente y espacios naturales protegidos sobre el
mar territorial y en la concreta exigencia de una linea de continuidad ecolégica
con algln espacio terrestre para mantener dichas competencias en el dmbito au-
tonémico.

En el otro recurso interpuesto este afio (RI 2586/2008), contra la Ley 12/2007,
de modificacién de la legislacién sobre hidrocarburos (Ley 34/1998) en aplica-
cién de la normativa europea dictada para la formacién del mercado interior del
gas natural, la cuestidn se plantea en torno a la proyeccién sobre el mismo espa-
cio, esto es, sobre el mar territorial, de las competencias autonémicas en materia
de industria y energia, y las analogias son también evidentes con un asunto cuyo
conflicto vino a formalizarse asimismo el afio anterior (CC 9260/2007) (aunque
en este caso la correspondencia no es absoluta, por cuanto que se trata, respecti-
vamente, de instalaciones distintas de energia eléctrica y de hidrocarburos), espe-
cialmente después de reducirse también la controversia en la Comisién Bilateral
de Cooperacién (el acuerdo alcanzado compromete al Estado a interpretar el art.
3.2. ¢) de Ja Ley 34/1998, en el sentido de que el informe estatal en los procedi-
mientos autonémicos de autorizacién de las instalaciones de redes de transporte
secundario Unicamente tendré eficacia vinculante en las materias que sean de
competencia del Estado y afecten a la gestién de la red bisica, lo que en el caso
de Canarias lo serd sélo respecto a los aspectos con incidencia sobre el régimen
tarifario; y, asimismo, a evaluar conjuntamente las caracteristicas del mercado
gasistico en Canarias en funcién de su desarrollo, con objeto de llegar a un acuer-
do sobre las especificidades derivadas de su ubicacién territorial y su tratamiento
juridico especial en relacién con el régimen de autorizacién de las instalaciones
que integran la red bsica de gas natural y con la participacién de la Comunidad
Auténoma en Ja planificacién en materia de hidrocarburos en cuanto afecte al
territorio insular). De este modo, como antes indicamos, el conflicto se contrae a
la nueva redaccién dada al art. 3.2 b) de la Ley 34/2008: la Comunidad Auténoma
mantiene que ostenta las competencias sobre la investigacién y explotacién de
recursos naturales en el dmbito del subsuelo marino del archipiélago.

Un tercer recurso de inconstitucionalidad se dirige, igualmente, sobre una cues-
tién concreta en materia econémica, a proposito en este caso de la Ley 15/2007, de
Defensa de la Competencia. De nuevo, la controversia queda circunscrita como
consecuencia de las actuaciones realizadas en la Comisién Bilateral de Coope-
racién (donde se alcanza igualmente e} compromiso del Estado de que las de-
claraciones de inaplicabilidad se adoptardn con carécter general, y no se referirdn a
casos singulares para salvaguardar la competencia autonémica en la materia). Asi
las cosas, lo que se cuestionan son los arts. 9y 13 de la Ley 15/2007, en tanto que
no se reconoce a Canarias la competencia para e] contro] de las concentraciones
econdémicas en un 4mbito territorial como el del archipiélago, que forma un mer-
cado geogrificamente definido.

Sin duda, sin embargo, el més importante de los recursos planteados por el Go-
bierno de Canarias es el dirigido contra Ja Ley 51/2007, de Presupuestos Gene-
rales del Estado para 2008, pricticamente desde cualquier punto de vista, sea por
sus cfectos y su posible repercusién general, sea por el interés juridico de las
cuestiones suscitadas en el mismo (RI 2410/2008). Se promueve el recurso con-
tralos arts. 2, 6 y 119.1, asi como contra las secciones 33 y 98, de la Ley 5172007.
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No hubo lugar siquiera a propiciar el acuerdo en este caso, y el recurso se for-
malizé dentro del inicial plazo legal de tres meses. Cabe sintetizar en tres las
cuestiones suscitadas: en primer término, la falta de consideracién especifica de la
variable ultraperiférica en el Fondo de Compensacién previsto por los Presu-
puestos, que por estar contemplada igualmente por la normativa legal del propio
Estado (singularmente, la propia LOFCA) plantea un interesante problema de
prelacién en el sistema de fuentes del Derecho; en segundo lugar, la detraccién
igualmente dispuesta por los Presupuestos de una partida econdémica con miras
a compensar la pérdida de ingresos del Estado por la liquidacién de un antiguo
impuesto, cuya validez y vigencia es puesta en entredicho por la Comunidad
Auténoma a partir de la entrada en vigor del nuevo sistema de financiacién auto-
némica y que por otro lado trae su causa de un acuerdo bilateral nunca publica-
do, lo que de nuevo da lugar a una interesante controversia juridica; y, en fin, no
lo es menos la que se abre con la tercera y tltima de las cuestiones suscitadas, en
tanto que vuelve a ponerse en cuestién la omisién del tramite del informe previo
del Parlamento de Canarias, por la modificacién del REF que ahora se conside-
ra producida por la falta de cumplimiento de la obligacién ge invertir la media de
la 1nversién estatal en el territorio de esta Comunidad Auténoma.

Ya por parte del Estado, el dnico recurso de inconstitucionalidad se sustancié
ante la Ley 13/2007, de Ordenacién del Transporte por Carretera en Canarias
(RI 1470/2008). La Comisi6n Bilateral de Cooperacién amortigué el alcance del
recurso, en tanto que Canarias se comprometi6é a modificar varios aspectos de la
Ley (asi, la derogacidn de los arts. 91.2 y 104.18.1, la del art. 94, la supresién de
las referencias a los transitarios en toda la Ley, y la del art. 90, para aclarar que
no cabe establecer requisitos adicionales a los indicados por la legislacién estatal
y europea para la realizacién del transporte intraautonémico al amparo de auto-
rizaciones cstatales o comunitarias), lo que por cierto no se ha llevado ain a tér-
mino cuando el plazo inicialmente sefialado al efecto es de seis meses; y a sendas
interpretaciones (que las actividades complementarias mencionadas en los arts.
2.1b), 19, 20, 91, 93 y 104.18 sc refieren exclusivamente a las que afectan al trans-
porte intracomunitario, y que el otorgamiento de licencias de transporte en
punto al reconocimiento de la capacitacién profesional de los transportistas, arts.
6 j) y 14, se contrae al mismo ambito). Elprecurso terminé formalizdndose en
relacién con los arts. 88, 104.10, 11, 13, 19, 20,22 y 24, 105.4 29, 106. 2,4y 5,
disposicién transitoria tercera. Mds recientemente se ha levantado la suspensién
automatica inicial de todos estos preceptos, menos en lo que concierne al art. 88
y disposicién transitoria tercera.

Ademds de éstos, los asuntos que han quedado en el camino por alcanzarse un
acuerdo completo en la Comisién Bilateral de Cooperacién, y no sélo parcial
(como sucede en 4 de los 5 recursos de inconstitucionalidad finalmente inter-
puestos), son 3.

En uno de ellos, la iniciativa fue del Estado, que puso objeciones a la Ley
12/2007, de Ordenacién del Transporte Marftimo de Canarias, un asunto parti-
cularmente importante para el archipiélago, si bien en un tnico extremo. El
acuerdo obligd a reformar la Ley en su art. 31.7 para que contemplara como
infraccién en lugar de la inicialmente prevista «la modificacién de las circunstan-
cias o requisitos acreditados para ejercer la actividad al realizar la comunicacién
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previa, o la falsedad de la declaracién responsable a que se reficre el art. 8.3»; y la
tramitacién de esta modificacién legal si se ha impulsado.

En los otros dos, en relacién, tanto con la Ley Orgénica 16/2007, comple-
mentaria de la Ley para el desarrollo sostenible del medio rural, como con la Ley
17/2007, de modificacién de la legislacion sobre electricidad (Ley 54/1997) en
aplicacién de la normativa europea dictada para la formacién del mercado inte-
rior de la electricidad, las objeciones provinieron en cambio de la Comunidad
Auténoma, lo que motivé el inicio de negociaciones en la Comisién Bilateral. En
el primer caso, el acuerdo formaliza el compromiso mutuo de interpretar, res-
pecto de los acuerdos de colaboracién de dos 0 mas municipios limitrofes para la
prestacién de los servicios de policia local, que las condiciones que puede esta-
blecer el Estado han de ser de caricter genérico, normativas y limitadis a acredi-
tar el cumplimiento de las determinaciones de la Ley Orgdnica de Fuerzas y
Cuerpos de Seguridad, as{ como el de que en la elaboracién de la referida nor-
mativa el Estado cuente con la colaboracién de la Comunidad Auténoma. Y en
el segundo, el acuerdo obliga a interpretar que corresponde a Canarias la com-
petencia para autorizar las instalaciones eléctricas de generacién ubicadas en su
territorio con independencia de la potencia instalada, asi como las de transporte
primario o secundario que no excedan de su dmbito territorial (art. 3.2 a) y 12);
y también la competencia para la determinacién del gestor o de los gestores de
las zonas eléctricas ubicadas en el territorio de la Comunidad Auténoma (art. 39
y Disposicién Adicional decimoquinta. 3). Un importante acuerdo en este caso,
como es bien evidente, en tanto que Canarias asume la competencia para autori-
zar las instalaciones de produccién, distribucién y transporte de energfa eléctri-
ca cn las Islas en los términos indicados.

Estd por ver lo que sucede con un dltimo asunto en el que no ha concluido el
tiempo para alcanzar un acuerdo. En este caso, la iniciativa corresponde al Estado.
Se trata de la recientemente creada policfa canaria, y se cuestiona concretamente la
constitucionalidad de los arts. 1, 5, 8, 9, 12, 14, 16, 18 19 y disposicién transitoria
cuarta de la Ley 2/2008. La apertura de negociaciones al efgcto se adopté por
acuerdo de la Comisién Bilateral de Cooperacidn el 28 de julio de 2008.

En cuanto a las resoluciones recaidas a lo largo, ninguna se ha producido con
referencia singular a Canarias, como ya se ha indicado, aunque no cabria dejar de
mencionar dos de ellas, de interés para este Jnforme. La STC 12/2008 resuelve
una cuestién de constitucionalidad promovida desde Canarias, en torno a la exi-
gencia de candidaturas equilibradas por sexos impuesta por la legislacién electo-
ral general, una vez reformada ésta (Ley Organica 3/2007), y de resultas de la
anulacién de una lista electoral formada sélo por mujeres para un municipio de
Tenerife (Garachico), cuestién a la que se habia acumulado el recurso de incons-
titucionalidad promovido con caricter general, desde la oposicién parlamentaria
en e] Congreso de los Diputados (50 Diputados), contra esta reforma de la legis-
lacién electoral. Es conocido el sentido del fallo del Tribunal Constitucional.
Como también lo es el de las STC 259, 260, 261, 262, 263, 264 y 265/2007, a pro-
posito de la reforma de la Ley 4/2000, esto es, la Ley 8/2000, en materia de dere-
chos fundamentales de los extranjeros, asunto también de particular relevancia
en Canarias.
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Elecciones, vida parlamentaria y vida politica

Las 1inicas elecciones que han tenido lugar este 2008 son las generales. No es
poco, desde luego, pero su anilisis requiere una valoracién de conjunto que no
procede realizar en este apartado del Informe. Hemos de limitarnos aqui dnica-
mente a resaltar los resultados de dichas elecciones en Canarias.

Ha de subrayarse que el PSOE se impuso con cierta claridad en el conjunto
del archipiélago, el PP mantuvo sus posiciones y CC experiment$ un fuerte
declive. En el Congreso de los Diputados, fue palmaria la victoria del PSOE en
ambas provincias. Pese a ello, no hubo diferencias entre los escafios obtenidos
con el PP en Ja provincia de Las Palmas, 4 y 4, aunque el PSOE gané 1 escafio en
esta provincia, si bien a costa de CC que perdié asf toda su representacién (las
elecciones anteriores habfan dado como resultado 4 escafios para el PP, 3 para el
PSOE y 1 para CC). Y en la provincia de Santa Cruz de Tenerife, los resultados
electorales coincidieron con los de las anteriores clecciones: 3 escafios para el
PSOE, 2 para el PP y 2 para CC. En el Senado, por otra parte, fue donde espe-
cialmente se noté el hundimiento de CC, puesto que mantiene un solo senador
(El Hierro) y pierde 2 (Tenerife y La Palma); el PSOE gana posiciones (La Palma,
La Gomera, 2 en Tenerife y 2 en Gran Canaria y Lanzarote; podia incluso haber
ganado El Hierro, pero lo perdié en el tiltimo instante por el voto emigrante de
Venezuela); y el PP las mantiene (Tenerife, Gran Canaria y Fuerteventura). En
todo caso, CC desaparece pricticamente en el Senado, aunque agrega al obteni-
do por las elecciones un senador de extraccién autonémica, lo mismo que otro

corresponde al PSOE.

En el 4mbito de la vida parlamentaria, sobresale como siempre el «Debate
sobre el estado de la nacionalidad» celebrado este afio en marzo, el cual consti-
tuye el primero de la Legislatura en curso, que no se habia iniciado siquiera un
afio antes. Destaca la particular relevancia dada en el discurso inicial del Pre-
sidente a las acciones publicas desarrolladas en materia de vivienda (acceso a ella de
mis de 20.000 familias), sanidad (reduccién de las listas de espera) y seguridad (la
nueva ley de policia habia iniciado ya su tramitacién), en un clima en que la eco-
nomifa iniciaba su declive, pero en el que mis que de crisis se hablaba atin de desa-
celeracién econdmica. La oposicién presentd Unicamente 5 propuestas de resolu-
cién, ninguna de las cuales prosperd: en una de ellas se instaba la reprobacién de 5
consejeros. Por su parte, las conjuntas de CC-PP llegaron a 40: de ellas, el 30%
(12) consistia en el sostenimiento de una conjunto de reclamaciones frente al Es-
tado que es en lo que al final termina convirtiéndose el debate (por ejemplo, el
establecimiento de una nueva regulacién del fondo de cohesién en sanidad o de un
nuevo marco de financiacién sanitaria que contemple el aumento de poblacién, la
implicacién del Estado en la construccién de trenes ligeros, la contribucién a la fi-
nanciacién de los coste del traslado de los residuos entre islas, o la definitiva sus-
cripcién con el Estado del convenio de obras hidrdulicas). Otras propuestas
igualmente aprobadas instan al desarrollo por el Gobierno de Canarias de] Pro-
yecto monumental de Ja montafia de Tindaya, asi como a la apertura de un am-
plio debate social sobre la reforma del actual texto estatutario.

Todos los partidos politicos presentes en el Parlamento aprobaron, por otra
parte, la comunicacién del Gobierno de Canarias efectuada en septiembre sobre
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la cogestion de los acropuertos canarios, de materializarse el cambio en la gestién
del actual modelo acroportuario, que como es sabido pasa por separar la navega-
cién aérea y la gestion aeroportuaria y por la creacién de una nueva sociedad esta-
tal para que en este segundo caso que sigue pertencciendo en principio al 100% a
AENA pueda dar cabida después al capital privado en un porcentaje de alrededor
el 30%, con entrada asimismo de las Comunidades Auténomas en los acropuertos
de compleja gestidn por el nivel de trifico en el conjunto aeroportuario.

Y, fuera siempre de la actividad legislativa propiamente dicha que ocupa otro
lugar dentro de este Informe, el afio parlamentarlo vino a concluir con el anun-
cio de la constitucién inminente de una comisién de investigacién que, de con-
sumarse, seria la primera en esta Legislatura. Con vistas a esclarecer las actuacio-
nes practicadas por el Gobierno de la Comunidad Auténoma para la proteccién
del érea de la montafia de Tindaya (precisamente, este mismo asunto ya habia
dado lugar a la constitucién de una comisién de investigacién en 2000 a propé-
sito de «todos los aspectos que se refieren al llamado Proyecto Monumental
Montafia de Tindaya», y la votacién final de las conclusiones terminé partiendo
en dos al PP), que han culminado con la exigencia de una indemnizacién de 92
millones de euros, la mayor de la historia de la Comunidad Auténoma. Seria, de
este modo, la duodécima comisién de investigacion en la historia del Parlamento.
Si bien el nuevo asunto estd pendiente todavia de casacién, se ha dispuesto la eje-
cucién provisional de la sentencia recaida en instancia y el pago ha de consignarse
en tres meses, pero se precisa la presentacién de un aval bancario por la cantidad
exigida que si bien no comprende los intereses correspondientes que puedan de-
vengarse, no es ficil de conseguir en cualquier caso, porque el Gobierno de Ca-
narias tendria derecho a la devolucién del dinero, obviamente, si gana en casacién,
por lo que se considera técnicamente una operacién de alto riesgo.

Ya en el dmbito de la vida interna propia de los partidos politicos, es de resal-
tar que las tres fuerzas politicas mds importantes de Canarias han celebrado sus
respectivos congresos regionales. El primero en hacerlo en septiembre a la vuelta
del verano, y probablemente el mas pacifico, fue el del PP, lo que debe destacarse,
puesto que no lo habfa sido tanto el nacional que hacia poco habia tenido lugar: el
presidente actual del partido mantiene su cargo y se nombra un nuevo secretario
general. En los congresos insulares que tuvieron lugar acto seguido pudicron ad-
vertirse algunos signos de division. También resultd pacifico el que tuvo lugar en
tltimo término, ya en noviembre, que fue el del PSOE, a pesar de que con ante-

rioridad a su celebracién podian percibirse dos corrientes internas dentro del
partido, una més proclive a acercarse al poder mediante la negociacién y el com-
promiso, y otra mds interesada en marcar las diferencias con el resto de las fuerzas
Y apostar por un nuevo modo de hacer politica, opcién esta Gltima que a la pos-
tre fue la tnica en formalizarse y que fue por tanto la que terming triunfando.
Importa acaso destacar la presencia en Canarias en apoyo de esta linea de los actua-
les nimeros 1, 2 y 3 del partido a escala nacional: el Presidente del Gobierno de la
Nacién tuvo ocasién incluso de anunciar la celebracién en Canarias de una reu-
nién del Consejo de Ministros de la Unién Europea en el primer semestre de
2010, periodo en que Espafia ocupard la pre51denc1a. Alguna divisién si se regis-
tré en cambio con posterioridad, sin embargo, méds que en los congresos insula-
res, en el dmbito de algunas agrupaciones locales (Las Palmas de Gran Canaria).
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Pero si hasta este punto todo mis o menos puede situarse dentro del guién, las
sorpresas fueron continuas en el congreso celebrado en octubre por CC (el IV de
esta formacién). Y merece ello mencién particular, porque la situacién ha dado un
vuelco importante, tanto en el plano de las personas como en el de los progra-
mas, y hasta en el mismo régimen de funcionamiento interno o de conexién entre
partido y gobierno. Probablemente, nada de ello podria llegar a ser explicado sin
atender a algunos episodios que se remontan tiempo atrds: en primer lugar, los
negativos resultados electorales, especialmente, los ya indicados de este afio (elec-
ciones generales), porque los del afio anterior (elecciones autonémicas, insulares
y locales) apenas se habian traducido verdaderamente en una significativa pérdi-
da de poder para CC; pero también pudo influir, sin embargo, y esto si que se
sitia en relacién con las pasadas elecciones autondmicas, la forma de resolver
entonces la eleccién interna de la candidatura a la presidencia del gobierno.

El caso es que nada parecia presagiarlo, porque dias antes una candidatura de
continuidad a la presidencia del partido parecia tener asegurada la victoria; y
tampoco por razones de incompatibilidad el Presidente del Gobierno, que habia
sido en el pasado presidente de la propia formacién, podfa aspirar a ella. En este
clima, la atencidn inicial parecia estar puesta en la busqueda de la unidad perdi-
da del nacionalismo canario. Todo cambié sin embargo cuando desde Gran
Canaria se impulsé una candidatura alternativa que terminé encontrando apoyos
en las demds islas, excepcidn hecha de Tenerife y Fuerteventura: al final sin embar-
go terminaria triunfando una tercera candidatura. La nueva ¢jecutiva pasa a estar
compuesta por 34 personas y los 7 presidentes insulares, dato este tltimo que
posee importancia, porque expresa y ejemplifica los cambios introducidos en ¢l
régimen de funcionamiento interno. Por decirlo en apenas dos palabras, vuelve
el protagonismo a las organizaciones insulares y se restringe al minimo el poder
de decisién de los miembros del goblerno y de los grupos parlamentarios: al par-
tido corrcsponde la determinacién de la politica que ha de hacer el Gobierno y
la linea de accién de aquel se impulsa por sus orgamzqcmnes insulares y, a la pos-
tre, por un nuevo 6rgano denominado comité permanente colegiado (antigua
comisién permanente), compuesto por la nueva presidenta y la nueva secretaria
de organizacién, asi como por los siete presidentes insulares, el presidente de los
jovenes y del de Venczuela. Y las sorpresas contindan también en el plano pro-
gramatico: después de que venia anuncidndose con anterioridad a la celebracién
del Congreso una especie de renuncia a la apertura del debate soberanista, algu-
nas resoluciones parecen contener propuestas de esta indole, como la que defien-
de «la modificacién de la Constitucién del Estado espafiol en la linea de definir
un Estado Federal, en el que Canarias pueda tener su propio Estatuto Nacional
Federal refrendado por el pueblo canario», u otras en las que encuentra acogida
«el derecho democrético a decidir del pueblo canario en todos aquellos temas de
vital importancia para el archipiélago», el derecho de veto del Parlamento de Ca-
narias o un «estatuto de neutralidad que desvincule a Canarias y a cada una de las
islas de cualquier bloque militar»; también la instauracién del dia de Ia nacién
canaria cada 22 de octubre, que fue el dfa en que por primera vez ondeé Ia ban-
dera canaria en la segunda mitad de los afios 60 del pasado siglo.



286 LA ACTIVIDAD DE LAS COMUNIDADES AUTONOMAS
Vida local, urbanismo y territorio

En el 4mbito local, interesa dar cuenta ante todo de que se han impulsado y
han prosperado las primeras mociones de censura de la Legislatura, apenas tras-
currido un afo desde su inicio: éstas se han producido en municipios de diferen-
tes islas (asi, Yaiza, en Lanzarote; Antigua y La Oliva, en Fuerteventura; Firgas,
en Gran Canaria; y San Sebastidn y Valle del Gran Rey, en La Gomera), sin que sin
embargo ello haya supuesto vuelco alguno en el panorama del conjunto del archi-
piélago. En Yaiza, sin embargo, sirvié para poner fin a un alcalde con 14 afios en el
cargo y para aglutmar por vez primera a CC y PIL, lo que si se generaliza puede
tener repercusiones importantes en toda la isla. En La Oliva, cristalizé un curio-
so acuerdo entre PP y PSOE, que llevé a la alcaldia a una representante de esta
Gltima formacidn politica pese a tener 2 concejales frente alos 7 del PP, y que ter-
miné en una escisién importante en el PP, més que por esto dltimo, por el acuer-
do en si mismo con el PSOE vy el alejamiento de CC, que puede tener repercu-
sién general. En la isla de La Gomera, se ha desalo;ado practlcamente del poder
local a CC, que ha perdido los dos municipios que tenfa y que eran los més
importantes de la isla, que por otra parte son ademds bien pocos: en Valle del
Gran Rey, un trénsfuga con ¢l apoyo del PSOE arrebaté el cargo a quien llevaba
de alcalde 28 afios; y en San Sebastidn, merced a otro transfuga, el PSOE recupera
la alcaldia que habia perdido al inicio de esa Legislatura. Por la accién también de
un trinsfuga pierde NC uno de los municipios cuya alcaldfa ostentaba en Gran
Canaria (Firgas); aunque un grupo afin a esta fuerza politica toma contacto con
el poder por primera vez en Fuerteventura (Antigua), si bien por otra parte, pier-
de su principal bastién en Lanzarote, la importantisima plaza de Yaiza.

A propésito de la sensible pérdida experimentada en la recaudacién de los ren-
dimientos procedentes de los impuestos del REF se ha desatado a finales de afio
una importante contienda que ha envuelto a cabildos y municipios, y que dio ini-
cio mediante el anuncio de reducir un 33% los fondos recibidos por las Corpo-
raciones Locales, como consecuencia de la menor recaudacién fiscal alcanzada
respecto de la que se habia calculado inicialmente. Las nuevas previsiones habrian
de aplicarse durante tres afios: se aplicarn asi los dos préximos y para hacerlo tam-
bién el afio en curso se dispone que dicho descuento del 33% se practique duran-
te los tiltimos tres meses del afio, lo que supone una reduccién del 65% de lo que
venian percibiendo mensualmente. Al dejar de ingresarse esta importante canti-
dad se abrié un primer frente (si bien en general todos los cabildos pueden asu-
mirla los préximos afios, algunos apenas dlsponen de margen de maniobra este
aflo y otros se quejaban de la falta de negociacién previa), que se completaua des-
pués con el de los municipios, primero, porque no tuvieron participacién en el
acuerdo alcanzado con los cabildos el 23 de octubre y plasmado después en una
Orden de 6 de noviembre; y también, porque su margen de maniobra es atin me-
nor: solicitan por cllo que se aplique la detraccién en 5 afios y no en 3, y que tam-
poco se aplique este afio; por tanto, una moratoria para 2008 y la apllcac1on de
una reduccién del 20% durante 5 afios hasta completar los 200 millones de euros
que se han recibido de més durante este periodo, incorrectamente, de resultas de
la minoracién en la recaudacién inicialmente prevista en 2007 (y 2008).

Tampoco se alcanzé el acuerdo con los cabildos, para implicar a éstos en las
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ayudas a los municipios para atender las devoluciones: y al final el Gobierno dis-
tribuird los 10 millones de euros de un fondo creado al efecto entre todos los
municipios, cuando la propucsta cra de que el Gobierno dedicara los 10 millones
a los municipios de mds de 10.000 habitantes, y que los cabildos lo hicieran con
1.600.000 euros, para los municipios de menor poblacién. No todos estuvieron de
acuerdo, por lo que se ha optado con que los cabildos que contribuyan lo hagan
con sus municipios y no lo hagan los que estén en desacuerdo.

En materia urbanistica, importa resaltar el Acuerdo de la Comisién de Orde-
nacién del Territorio y Medio Ambiente de Canarias de 26 de septiembre de 2008,
que establece el criterio general a seguir por la citada Comisién en la tramitacién
de los instrumentos de planeamiento sometidos a su competencia (modificaciones
puntuales, revisiones parciales y planeamiento de desarrollo del planeamiento ge-
neral), cuando no estén adaptados del todo a la normativa legal que resulta de apli-
cacién, distinguiendo a tal efecto los tres grupos de supuestos antes indicados, y
también si la falta de adaptacion lo es sélo respecto de las directrices (Ley 19/
2003), o afecta también a la legislacién general (Decreto Legislativo 1/2000).

Los conflictos territoriales acostumbran también a encontrar un lugar dentro
de este Informe. Cabe destacar asi que el Plan Insular de Ordenacién de Gran
Canaria ha sido objeto de tres resoluciones anulatorias a lo largo de 2008, si bien
no han afectado a la totalidad del mismo que sigue por tanto siendo un instru-
mento normativo valido y eficaz, pero si a algunas actuaciones territoriales pre-
vistas en él: todas ellas se deben a razones ambientales. Se anularon, primero, las
determinaciones del Plan relativas a las zonas Bb3 (Bb1 y Bb2, zonas de muy alto
y alto valor agrario, y Bb4 zonas agrarias en abandono), que habilitaban a promo-
ver la trasformacién de suelos agrarios ubicados en las dreas limitrofes o proximas
a suelos urbanos y urbanizables, por falta de definicién de las pautas justificati-
vas de la necesidad de priorizar el uso urbano sobre el agrario en tales zonas y
vulneracién en suma del principio de interdiccién de la arbitrariedad de los pode-
res publicos (las directrices exigen la delimitacién general del suclo ristico de
proteccién agraria e imponen con caricter general la bisqueda de alternativas).
Después se anulé una actuacién singular pero especialmente importante en el
norte de la isla, por la misma falta de motivacién y la exigencia impuesta por las
directrices para el aprovechamiento de las infraestructuras actualmente existen-
tes. Y, finalmente, siete grandes actuaciones, por falta de declaracién de impacto
ambiental, cuestién que llegé incluso a apreciarse de oficio.

Y si las actuaciones transformadoras del territorio exigen la ponderacién am-
biental por su afeccién al mismo y pueden desembocar en resoluciones judiciales
de signo anulatorio, las encaminadas a su proteccién pueden también desembocar
en resoluciones adversas, que en estos casos pueden obligar a indemnizar. Entre
estas medidas proteccionistas han de subrayarse las moratorias dispuestas, que
encuentran amparo actualmente, en primer lugar, en las directrices (Ley 19/2003)
y que han afectado especialmente a Gran Canaria donde quedaron bloqueados 8
proyectos de cierta importancia: Las Mujeres, Montafia Arena, parte de Melo-
neras y Pasito Blanco, en San Bartolomé; y Medio Almud, Los Frailes o Catanga,
en Mogdn, si bien todos estaban en su fase inicial. El problema especialmente
importante es cuando ello llega a afectar a derechos urbanisticos consolidados: pese
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al rango legal de las directrices ha habido a lo largo de este afio tres sentencias,
todas respecto de actuaciones en Gran Canaria, que obligan al pago de indemni-
zaciones por la pérdida del aprovechamiento temporal del derecho la primera de
ellas; la segunda, limitadamente, al pago de los gastos de un proyecto; y la tercera,
mds atin, al pago de unos gastos tributarjos. Una, cuarta, en Fuerteventura, recha-
za en cambio la indemnizacién solicitada correspondiente. Y, justo a finales del
afio s¢ ha producido una quinta sentencia, que es la que ha supuesto el mayor
varapalo econémico, y que se sitda en linea con la primera de las antes indicadas
por lo demds: no se indemniza lo solicitado, 150 millones de euros, que es el
supuesto valor de los aprovechamientos reconocidos, porque el suelo ni ha per-
dido su clasificacién n1 su categorizacién, pero si sc estd impidiendo temporal-
mente e} desarrollo de unos aprovechamientos reconocidos por el planeamiento
en vigor, por lo que procede la indemnizacién por la pérdida del aprovecha-
miento temporal del ejercicio del derecho, que se concreta en el pago del interés
del dinero, calculado en funcién del IPC medio de los afios que lleva en vigor la
moratoria sobre el valor de los aprovechamientos (cabe calcular unos 4 millones
anuales por cuatro afios, més el interés legal del dinero: en total, se calcula unos
50 millones de euros).

En Lanzarote, la moratoria insular asimismo decretada y derivada en este caso
de su propio planeamiento ha afectado a actuaciones ya consumadas, realizadas
al amparo de Ilijcencias municipales, pero en contra de las determinaciones del pla-
neamiento insular: el Cabildo Insular ha interpuesto 29 recursos (unas 12.000
camas), ha ganado ya 21 y en 17 las resoluciones son firmes. Como en estos casos
se detectaron irregularidades, se plantea en primer lugar y ante todo su demoli-
cién o en su caso las correspondientes compensaciones al interés general.

Con todo, la resolucién judicial adversa mds importante de todas las recaidas
a lo largo del afio, porque obliga al pago de la mayor indemnizacién en la histo-
ria de Canarias, 92 millones de curos (lo que es casi la mitad del presupuesto
anual de la consejeria concernida), es la que condena al pago de una indemniza-
cién por la prolibicién de toda actividad extractiva en un radio de 3 km en el
entorno de Tindaya acordada con vistas a la proteccién de esta montafia, lo que
viene a suponer la imposibilidad de explotacién de los derechos mineros conce-
didos en Ja cercana montafia Tebeto. Con el agravante de que se ha acordado asi-
mismo Ja ¢jecucién provisional de la resolucion dictada en instancia. Como ya se
adelantd, puede ello motivar la apertura de una préxima comisién de investiga-
cién, que seria la primera de esta Legislatura, porque podria haber indicios de
una supuesta corrupcién y puede merecer que al menos se investigue sobre ello.

Dadas sus caracteristicas, el caso podria suscitar una atencién mediitica pré-
xima al que mds la ha tenido en los dltimos tiempos, ¢l denominado caso Las
Teresitas, cuyo episodio mis destacado en este 2008 ha sido la detencién del abo-
gado de la operacidn, al parecer, por cuenta de las dos partes privadas afectadas,
esto es, de la Junta de Compensacién que vendid los terrenos y de la empresa que
los compré, operacién que se concreté en el pago de 33 millones de curos (2 de

gastos). De los restantes consta el pago de 23, pero hay 8,4 cuyo destino no llega
a aclararse.
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Relaciones entre Canarias y el Estado

Importa destacar dentro de este capitulo, en primer término, la publicacién
del reglamento dictado en desarrollo dil régimen econémico y fiscal especial de
Canarias (Real Decreto 178/2007, de 28 de diciembre), casi un afio después de
que se convalidara el nuevo marco legal (Decreto-ley 12/2006), con el fin de ajus-
tarlo a las nuevas perspectivas financieras de la Unién Europea previstas para el
sexenio (2007-2014). Ya dimos cuenta de ello en el anterior Informe. Algo ha tar-
dado en gestarse, pero apenas nada si se tiene presente que el anterior régimen
econémico y fiscal especial de Canarias (2000) carecié de normativa reglamenta-
ria durante todo el periodo en que estuvo vigente hasta que se ha aprobé el nuevo
marco legal antes indicado; lo que fue incesante fuente de conflictos a la vista de
la inseguridad existente en torno al alcance de las cldusulas legales. Por tanto, debe
considerarse muy positivamente la aparicién de esta norma que, en el sentido
indicado, mira ante todo a clarificar los conceptos manejados en la definicién de
Jos instrumentos fiscales (delimitacién del 4mbito de aplicacién subjetivo de las
exenciones, definicién de las entidades que prestan servicios financieros o intra-
grupo, concepto de establecimiento permanente, alcance de la inversidn inicial y
destino de las inversiones, inversiones en aeronaves y cine, condiciones para el
arrendamiento de bienes inmuebles, inversiones en suelo afecto a actividades in-
dustriales). Particularmente relevante es la concrecién del plan de inversiones
(art. 32-34). Se incorporan también los nuevos criterios de compatibilidad en el
dmbito de las ayudas de Estado establecidos por la Unién Europea. Y, en fin, la
Zona Especial de Canarias es objeto de importante desarrollo reglamentario en
orden a la delimitacién de su dmbito propio y a la clarificacién de su régimen de
gestién (entre otros aspectos relativos a su funcionamiento, los procedimientos
de informacién y colaboracién, autorizacién previa, gestién de tasas, procedi-
miento sancionador, etc.).

En el marco de la actividad convencional entre ¢l Estado y la Comunidad
Auténoma, habria que destacar la publicacién inicial de dos convenios de colabo-
racion (arts. 6 y 8.2 Ley 30/1992) y de un convenio marco de forma précticamen-
te seguida durante los tres primeros meses del afio (en enero, el Convenio de cola-
boracién entre el Ministerio de Educacién y Ciencia y la Comunidad Auténoma
de Canarias para la creacién del consorcio para la construccién y explotacién de
la Plataforma Oceénica de Canarias, creada esta tltima por la Conferencia de Pre-
sidentes, como sc dio cuenta en el Informe anterior: el consorcio ostenta una
composicidn paritaria entre los representantes estatales y autonémicos; en febre-
ro, el Convenio de colaboracién entre el Ministerio de Medio Ambiente y la Co-
munidad Auténoma de Canarias para la puesta en marcha de un programa de
conservacién del olmo europeo en Canarias; y en marzo, el Convenio marco entre
la Administracién General del Estado y la Comunidad Auténoma de Canarias
para la implantacién de una red de oficinas integradas de atencién al ciudadano).
Sin embargo, mds aiin ha de destacarse la definitiva aprobacién en octubre del
Convenio de Obras Hidriulicas, largo tiempo esperado (tres afios: sustituye asi
al de 1997 y se une a los de Costas y Carreteras ya renovados), con una inversién
de 306,5 millones de euros (el anterior, 436, que al final habfan sido 597), para ¢je-
cutar 92 obras en todas las islas entre 2008 y 2012. Las actuaciones establecidas y
detalladas en el nuevo Convenio (mantenimiento y modernizacién de desalado-
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ras, obras de saneamiento y depuracidn, conduccién de aguas, captacién de re-
cursos hidricos del subsuelo y trasvases) han sido declaradas de interés general y
estdn en su mayoria incluidas en el plan hidrolégico nacional: otras obras se han
considerado de interés general al amparo de la Ley de Aguas. Corresponde al
Estado la realizacién de las actividades de cardcter material, técnico y de servicios
relacionadas con las obras previstas; un coordinador nombrado por el Estado
deberd también estar informado por la direccidn facultativa de las incidencias téc-
nicas, administrativas y econémicas de las obras; y asimismo corresponde al Esta-
do verificar la idoneidad de los proyectos y el seguimiento y la inspeccién general
de la ejecucién. Mientras que Ja Comunidad Auténoma se compromete a la ela-
boracién de los estudios previos, los anteproyectos y proyectos de obras; tam-
bién, a asegurar la disponibilidad de los terrenos; v, en fin, una vez finalizadas las
obras, a la responsabilidad de su explotacién, mantenimiento y conservacién, con
la asuncién de sus correspondientes costes, asi como de los gastos de reposicién
de bienes y equipos.

Siempre resulta de interés en este apartado referirse asimismo a la postura re-
ciprocamente adoptada en relacién con la aprobacién de los respectivos Presu-
puestos Generales del Estado y de la Comunidad Auténoma previstos para el
afio préximo, porque suele ser sintoma claro del estado de las relaciones mutuas
entre los dos gobiernos. Por lo que hace al Presupuestos Generales del Estado,
elaborados y debatidos en un tiempo claramente no ya de crisis sino de auténti-
ca recesion, la reaccién inicial del Gobierno de Canarias resulté durisima a la
vista de los recortes innegables introducidos, con especial proyeccién sobre
Canarias. Incluso intentd llegar a promoverse una declaracién institucional uni-
nime del Parlamento de Canarias que no llegé a formalizarse por la oposicién del
PSOE. Asi como el afio anterior era discutible la mayor o menor bondad de los
Presupuestos respecto de Canarias, no era ficil ahora cuestionar su inicial reper-
cusién negativa en el archipiélago.

No pudo sorprender por tanto la presentacién esta vez de una enmienda a la
totalidad por CC. En su tramitacién parlamentaria, sin embargo, el texto ha ex-
perimentado indudables mejoras, en capitulos tales como infraestructuras educa-
tivas, subvencién al transporte de mercancias, renovacién turistica; dentro de un
clima de dificultades econémicas obvias que hace en cambio inviables algunos
progresos: sobre todo, merced a las enmiendas promovidas por el PSOE (en total
suponen 48 millones de euros, ademds de otros 42 destinados a infraestructuras
educativas que no se consignan explicitamente, puesto que lo mismo que en los
presupuestos anteriores se condicionan a la previa firma de un convenio: en
turismo se ha previsto la territorializacién de las subvenciones englobadas ahora
en una bolsa comin, asi como el apoyo al consorcio turistico del sur de Gran
Canaria; en transporte de mercancias hay una mejora sustancial de 26 millones
de euros, asi como 10 millones para proyectos ferroviarios, otros 10 millones
para la acogida a menores extranjeros no acompafiados; 4 millones para el plan
de seguridad, 1,5 millones para el transporte por carretera y una partida sin espe-
cificar para guaguas municipales), aunque con acercamiento también a las postu-
ras de CC (las diferencias son ahora sélo de 80 millones; por otro lado, la devo-
lucién del antiguo ITE admite ser negociada en el marco de la reforma del siste-
ma de financiacién autonémica).
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Tan es asi que, después de nuevas mejoras en el Senado (unos 6 millones de
euros: 2 millones y medio para sendas infraestructuras culturales, y el resto, para
la apertura de un centro sociosanitario, un centro de discapacitados, un centro de
interpretacién de la biodiversidad y un mercado agricola en distintas islas), CC
se ha alineado con ¢l PSOE en este Cdmara en contra del veto presentado por la
oposicion, lo que sin embargo no ha evitado que dicho veto prosperara. De este
modo, tales mejoras tiltimas van a quedarse en el camino, porque, como es sabi-
do, frente al veto no cabe sino refrendar por mayoria absoluta del Congreso el
texto originario.

A la vista de los episodios relacionados con la tramitacién de los Presupuestos
habia cierta expectacién por conocer la posicién definitiva de CC. Pues bien, en
la votacién final de los Presupuestos Generales del Estado, CC volvié a expresar
su oposicidn (se ha aludido asi en algiin medio al caricter ciclotimico de la posi-
cién de CC), lo que sin embargo no 1impidié que salieran adelante, con las mejo-
ras antes mencionadas incluidas en su paso por el Congreso de los Diputados,
pero sin las del Senado.

Por otro lado, y desde la perspectiva inversa, una vez adquirido en aras de la
actual situacién econdmica el compromiso publico de no oponerse a los presu-
puestos autonémicos en ningtn lugar de Espafia en que ¢l PSOE es oposicién, se
ha despejado completamente el camino para la aprobacién de los Presupuestos
Generales de la Comunidad Auténoma, que por otro lado permanecen préctica-
mente estancados por vez primera en Ja década, con un simple incremento del
2%, y que echan mano ademds del recurso al endeudamiento para compensar el
déficit que se cifra en un 1% por la pérdida de ingresos: se ha autorizado ya a este
respecto la emisién de deuda publica por el Consejo de Politica Fiscal y Finan-
ciera (hasta 440 millones de euros), pero cuesta atraer a los compradores en la
presente coyuntura.

Relaciones entre Canarias y el exterior (en particular, la Unién Europea)

El Decreto 129/2008, de 3 de junio, por el que se aprueba el Reglamento
Orgénico de la Presidencia del Gobierno, antes mencionado, procede a la crea-
cién bajo la dependencia directa del Presidente de una nueva figura de interés,
el Comisionado de Accién Exterior (art. 1.2), con rango asimilado al de
Conscjero (art. 5.1). Dispone incluso de una Viceconsejeria bajo su cargo, la de
Emigracién y Cooperacién con América, y de tres Direcciones Generales, res-
pectivamente, de Relaciones con Africa, Europa y América, si bien esta tdltima
se sitdia bajo la dependencia directa de la Viceconsejerfa antes mencionada (art.
1.2). Las funciones del Comisionado asimismo se detallan en el art. 5.2. Puede
en fin asistir con voz pero sin voto a las reuniones del Gobierno si es convoca-
do (art. 5.5). Regula también el Decreto 129/2008 las Delegaciones del
Gobierno de Canarias en el exterior (Capitulo V), asi como el Consejo Canario
de Entidades en el Exterior (Capitulo V1. Seccién 3), el Consejo Asesor de Coo-
peracién al Desarrollo (Capitulo VI. Seccién 4) y la Comisién Gestora de
Cooperacién al Desarrollo (Capitulo VI. Seccidn 12), si bien en estos dltimos
casos el planteamiento tltimo de esta organizacién habri de concretarse en la
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futura Ley de Cooperacién al Desarrollo cuya tramitacién parlamentaria ha ini-
ciado su curso este mismo 2008.

Este afio habria también que incorporar a este apartado una pieza que habi-
tualmente no forma parte del paisaje del mismo, cono es una resolucién judicial,
en este caso, la STS de 16 de junio de 2008, que viene a contener un interesante
pronunciamiento sobre el alcance de la titularidad demanial en el medio marino,
lo que tiene obvia relevancia respecto del alcance de las propias competencias del
Estado, pero que también puede ello repercutir sobre las de la Comunidad
Auténoma. La STS de 16 de junio de 2008 confirma la de la Audiencia Nacional
de 19 de noviembre de 2003. que habia estimado el recurso de Telefénica contra
la exigencia del pago de un canon por la instalacién y amarre de un cable sub-
marino entre Tenerife y Gran Canaria, sobre la base, en sintesis, de que el domi-
nio ptiblico sélo alcanza a los recursos naturales de la plataforma continental y
zona econdmica exclusiva (algo que ni se habia acreditado, ni siquiera se habia
intentado, y que no cabe tampoco presumir), pero no a estas superficies en si
mismas consideradas; o, en otros términos, alcanza a tales superficies pero sélo
en la medida que se afecte a los recursos naturales situados en ellas; de este modo,
no cabe exigir el pago de un canon que requiere en todo caso que la zona sobre
la que se proyecte sea demanial.

Esta doctrina se confirma ahora por el Tribunal Supremo, sobre la base de la
distincién de los cuatro tipos de bienes que integran el dominio publico estatal
de acuerdo con la Constitucién y que la normativa sobre dominio piblico mariti-
mo terrestre asimismo contempla. Se profundiza no obstante sobre esta cuestidn,
toda vez que dicha normativa define ciertamente las playas y la zona marftimo
terrestre, pero no hace lo propio ni con el mar territorial ni con la zona econé-
mica y la plataforma continental y sus recursos naturales. A este respecto, se
parte del alcance del mar territorial a partir de su legislacién propia (particular-
mente, la Ley 10/1977, aunque también se invoca la anterior), normativa a cuyo
socaire se dicté al Real Decreto 2510/1977 que materializa su trazado: en Ca-
narias, dicha norma traza las lineas de base recta alrededor de cada una de las islas
de Gran Canaria, Tenerife, El Hierro y la Palma, incluyendo en un solo poligo-
no las orientales de Lanzarote, Fuerteventura y sus cuatro islotes, y deja sin tra-
zar las de La Gomera. Pero los problemas surgen, cuando se aprueba después la
normativa correspondiente a la zona econémica (Ley 15/1978) que introduce el
denominado principio archipieldgico (»en el caso de los archipiélagos, el limite
exterior de la zona econémica se medira a partir de las lincas de base rectas que
unan los puntos extremos de las islas e silotes que respectivamente los compo-
nen, de manera que ¢l perimetro resultante siga la confli)guracién general de cada
archipiélago»); y sin embargo no se ha procedido a la realizacién de un nuevo

trazado, manteniéndose actualmente en consecuencia Jas lineas insulares del Real
Decreto 250/1977.

Como ello repercutiria sobre el conflicto en curso, en tanto que en tal caso las
aguas afectadas serfan aguas archipieldgicas o interiores, y no serfan ni mar terri-
torial ni zona econdmica, y si habria lugar al canon, la Sentencia objeto de este
comentario siente la necesidad de desarrollar una extensa argumentacién al res-
pecto, la cual arranca de una resolucién anterior del propio TS, la STS de 18 de
junio de 1992, que apunta hacia la técita derogacién de la Ley anterior, conclu-
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sién que en todo caso refuerza con el apoyo en el Estatuto de Autonomia de
Canarias, cuyo art. 2 considera «expresién de un todo unitario descrito por la
relacién de sus componentes, dentro de un espacio comprensivo de suelo, subsue-
lo, espacio aéreo y las aguas territoriales que circundan el | perfmetro archipieldgico
e 1ncluyen los espacios insulares de aguas cerradas», asi como de la concepcidn
archipieldgica que resulta del art. 46 Parte IV del Texto de la I1I Conferencia del
Mar, «que define el archipiélago como un grupo de islas, incluidas partes de islas
y las aguas que las conectan, cuyas caracteristicas naturales relacionadas entre s,
forman una entidad geograﬁca, econémica y politica intrinseca o que histérica-
mente ha sido considerada como tal notas todas ellas predicables del archipiélago
que constituye la Comunidad Auténoma de Canarias». La Sentencia invoca asi-
mismo otras resoluciones judiciales también del Tribunal Supremo en la misma
linea, a la que considera que respalda también la nueva normativa portuaria desde
la perspectiva de la navegacién (art. 7). Y aporta nuevos argumentos en idéntica
direccién: la Ley 15/1978 no se derogé cuando se ratificé la Convencién del
Derecho del Mar de 1982 en 1996, por lo que su vigencia es plena; el Estatuto de
Autonomia de Canarias tras su reforma en 1996 establece el archipiélago canario
como el dmbito territorial de la Comunidad Auténoma, que ya no se define en
consccuencia por sus territorios insulares, como resultaba en ¢l texto anterior. Y
se apuntan también, si bien «de lege ferenda», sendas iniciativas legislativas pro-
movidas al efecto, como la Proposicién de Ley de Delimitacién de Espacios
Maritimos, que contemplaba el trazado efectivo de las lineas archipieldgicas, y la
de Reforma del Estatuto de Autonomia, que ofrece una nueva delimitacién del
ambito territorial del archipiélago partiendo del poligono sobre la base de rectas
archipieldgicas; la condicién de Canarias como regién ultraperiférica, que obliga
a adoptar una normativa orientada a asegurar la igualdad y la especiticidad en
unas condiciones similares a las establecidas por Portugal para otras regiones ul-
traperiféricas europeas como Azores y Madeira; y reconoce en fin que la mayor
dificultad reside en la Convencién sobre el Derecho del Mar de 1982 y en su
dicotomia entre Estados archipieldgicos y archipiélagos de Estado, pero que ello
plantea la necesidad de profundizar sobre los Estados mixtos, cuya parte archipie-
ligica estd dotada de autonomia politica y es titular de competencias exclusivas y
compartidas sobre determinadas materias; y desde la misma perspectiva interna-
cional cabe apuntar determinados e;emplos de Estados mixtos, como Noruega,
Ecuador, Dinamarca, Australia y el mismo Portugal (Decreto-ley 1985); también
ya por tltimo, la Sentencia del Tribunal de Justicia Internacional de 18 de diciem-
bre de 1951 reconoce el derecho de Noruega a una zona exclusiva de pesa que
inclufa las aguas encerradas por un sistema de lineas rectas.

En todo caso, como el trazado de las lineas archipieldgicas no se habia efec-
tuado y asf se reconoce que no se habia llevado a cabo en la practica, entiende el
Tribunal Supremo que el supuesto sometido a la consideracién del Tribunal Su-
premo debe resolverse conf&mc al Real Decreto 2510/1977; y desde esta pers-
pectiva el cable telefénico se sita en la plataforma contmental sobre la que el
Estado no extiende su titularidad demanial sino s6lo sobre sus recursos natura-
les, «siendo dicha afectacién la que determina el caricter demanial de la zona» en
su caso; y sin que tampoco pueda prosperar la i interpretacién de que la expresién
recursos naturales se refiere s6lo a la zona econdémica sin abarcar a la plataforma
continental, puesto que «de la simple lectura del art. 132.2 de la Constitucién se
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deduce que a los recursos naturales que el mismo se refiere es tanto a los que se ubi-
can en la zona econémica (por ejemplo, la pesca) como en la plataforma, o sub-
suclo de dicha zona (por ejemplo, los hidrocarburos)».

Todavia dentro de este apartado, en fin, habria que resaltar la celebracién a
finales de afio de la IX Cumll.))re Hispanomarroqui, con relevante presencia cana-
ria (la préxima Cumbre a celebrar en Espafia, que serd la X1, se hard ademds, pre-
cisamente, en Canarias dentro de dos afios), y con la conclusién de importantes
acuerdos, entre cllos, el mayor acuerdo financiero alcanzado entre ambos paises
(520 millones de euros). En lo que concierne al archipiélago canario, se recono-
ci6 el caricter estratégico de Canarias en las relaciones comerciales entre ambos
paises y, en concreto, el papel del transporte maritimo y aéreo entre Canarias y
Marruecos (se destinan a su consolidacién més de 25 millones): aparte de acor-
darse también el desbloqueo de la delimitacién de la frontera maritima paralizada
desde 2007 y la propuesta de ]a toma en consideracién del modelo autonémico
para el Sahara, se dispuso en materia de seguridad y dentro de la cooperacién
policial el fortalecimiento de las patrullas mixtas y la ampliacién del dmbito de
geografico de sus operaciones. Segiin Marruecos, se ha conseguido evitar la sali-
da de 100.000 personas, y no se va a bajar la guardia el afio proximo por la reduc-
cién de contingentes motivada por la crisis (probablemente inferior a 1.000 perso-
nas, frente a los 15.371 que se aprobaron provisionalmente para 2008); y segin
Frontex se han interceptado y devuelto alrededor del 40% de los inmigrantes irre-
gulares que han tratado de llegar a Canarias (en total, unas 5.400 personas), por lo
que habrfan alcanzado la costa unas 8.200, cifra inferior a la de 2007 (11.746: cerca
de un 30%; aumenté sin embargo el ndmero de muertos, de 39 a 45).

En lalocalidad de Agadir, finalmente, la Comunidad Auténoma procederé a la
apertura de una nueva delegacién exterior mediante la reconversién de la actual
oficina comercial existente en dicha ciudad y la unificacién en ella de todas las
lineas de actuacién promovidas en Marruecos. Se une asi a las delegaciones ya

existentes en Madrid, Bruselas y Caracas, y a la que préximamente se abrird tam-
bién en Cabo Verde.
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Composicién del Parlamento por Grupos Parlamentarios

G.P. Socialista Canario: 26 diputados
G.P. Coalicién Canaria (CC): 19 diputados
G.P. Popular: 15 diputados

Durante 2008 han causado baja los siguientes diputados en la fecha que se
indica:

Don Casimiro Curbelo Curbelo (G.P. Socialista Canario), baja: 31/3/2008,
siendo sustituido por Dofia Maria Mercedes Herrera Plasencia, alta: 9 /4/ 2008

Don Juan Fernando Lépez Aguilar (G.P. Socialista Canario), baja: 31/3/2008,
siendo sustituido por Don Sergio Calixto Roque Gonzilez , alta: 9 /4/ 2008

Don Gabriel Mato Adrover, (G.P. Popular), baja: 31/3/2008, siendo sustitui-
do por Don Asier Antona Gémez, alta : 9 /4/ 2008

Dofia Maria Dolores Luzardo de Ledn, (G.P. Popular), baja: 31/3/2008, siendo
sustituida por Don Sigfrid Antonio Soria del Castillo Olivares, alta: 9 /4/ 2008

Don Anselmo Francisco Pestana Padrén (G.P. Socialista Canario), baja: 31/3/
2008, siendo sustituido por Dofia Carmen Maria Acosta Acosta Alta: 10 /4/ 2008

Dofia Carolina Darias San Sebastian (G.D. Socialista Canario), baja: 8/1/2008,
siendo sustituida por Don José Ramén Funes Toyos, alta: 30/1/2008

Estructura del Gobierno

Presidente: Excmo. Sr. D. Paulino Rivero Baute (CC)
Vicepresidenta: Excmo. Sr. D. José Manuel Soria Lépez (PP)
Numero de Consejerias: 10

Consejeria de Presidencia, Justicia y Seguridad: Excmo. Sr. D. José Miguel
Ruano Leén (CQ)

Consejeria de Economia y Hacienda: Excmo. Sr. D. José Manuel Soria L6-
pez (PP)

Conscjeria de Obras Piiblicas y Transportes: Excmo. Sr. D. Juan Ramén
Hernandez Gémez (CC)



296 LA ACTIVIDAD DE LAS COMUNIDADES AUTONOMAS
Conscjeria de Agricultura, Ganaderia, Pesca y Alimentacién: Excma. Sra.
D? Maria del Pilar Merino Troncoso (PP)

Consejeria de Educacion, Universidades, Cultura y Deportes: Excma. Sra.
D? Milagros Luis Brito (CC)

Consejeria de Bienestar Social, Juventud y Vivienda: Excma. Sra. D* Inés
Nieves Rojas de Ledn (CC)

Consejeria de Sanidad: Excma. Sra. D*. Marfa Mercedes Roldés Caballero
(PP)

Consejeria de Medio Ambiente y Ordenacion Territorial: Excmo. Sr. D.
Domingo Berriel Martinez (CC)

Consejeria de Empleo, Industria y Comercio: Excmo. Sr. D. Jorge Marin
Rodriguez Diaz (CC)

Consejeria de Turismo: Excma. Sra. D Rita Marfa Martin Pérez (PP)

Tipo de Gobierno

Gobierno de coalicién entre Coalicién Canaria y Partido Popular

Partidos y niimero de diputados que le apoyan

Coalicién Canaria (19 Diputados) y Partido Popular (15 Diputados)

Composicién del Gobierno

CC: Presidente y 6 Consejerias
PP: Vicepresidente y 4 Consejerias

Investidura, mociones de censura, cuestiones de confianza y otras

Investidura
No se han dado supuestos para su planteamiento
Mociones de censura
No se han presentado
Cuestiones de Confianza
No se han presentado
Declaraciones Institucionales

Presentadas: 6
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Aprobadas: 6

De apoyo a UNICEF en su lucha contra el SIDA en la infancia. 30 de enero
de 2008

El Silbo Gomero Patrimonio Cultural Inmaterial de la Humanidad. 24 de
julio de 2008

El Dia Mundial del Donante de Sangre. 11 de junio de 2008

Por el accidente aéreo ocurrido el pasado 20 de agosto. 24 de septiembre de
2008

«El Estado de Derecho... El Dia.» 24 de septiembre de 2008

Con motivo del 60 Aniversario de los Derechos Humanos. 10 de diciembre
de 2008

Propuestas de reforma del Estatuto de Autonomia

No se han presentado

Proyectos de Ley

Presentadas 8
Pendientes anteriores ejercicios 1
Tipo de finalizacién

No finalizadas 5

Aprobadas 4

Proposiciones de Ley, Proposiciones de Ley a iniciativa de los Cabildos Insu-
lares, Proposiciones de Ley de Iniciativa Popular, Proposiciones de Ley para
su tramitacién ante las Cortes Generales:

Proposiciones de Ley

Resumen de tramitacién
Presentadas 4
Pendientes anteriores 2
Tipo de finalizacién
Aprobadas 1
No finalizadas 3
Rechazadas 2
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Proposiciones de Ley a iniciativa de los Cabildos Insulares

Presentadas 0
Pendientes anteriores 1
Tipo de finalizacién

No finalizadas 1

Proposiciones de Ley de Iniciativa Popular

Presentadas O

Pendientes anteriores 3

Tipo de finalizacién
No finalizadas 2

Rechazadas 1

Proposiciones de Ley para su tramitacién ante las Cortes Generales

Presentadas 0
En periodos anteriores 1

Pendientes de aprobacién en Las Cortes 1

Proposiciones no de Ley

Presentadas 58

Pendientes anteriores 6

Tipo de finalizacién
No finalizadas 16
Aprobadas 35
Rechazadas 12
Retiradas 1

Interpelaciones, mociones consecuencia de interpelaciones
Interpelaciones

Presentadas 6

Pendientes anteriores O
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Tipo de finalizacién
Debatidas 4
No finalizadas 2

Mociones consecuencia de Interpelacion

Presentadas 3

Pendientes anteriores 1

Tipo de finalizacién
Aprobadas 1

Rechazadas 3

Preguntas con respuesta oral (ante Pleno y ante Comisién), preguntas con
respuesta por escrito

Preguntas con respuesta oral ante el Pleno

Presentadas 335
Pendientes anteriores 43
Tipo de finalizacién
No finalizadas 42
Contestadas 319
Decaidas 1
Retiradas 11

Cambio de calificacién 5

Preguntas con respuesta oral ante Comision

Presentadas 302
Pendientes anteriores 86
Tipo de finalizacién
No finalizadas 111
Contestadas 263
Retiradas 10
Cambio de Calificacién 1

Decaidas 3



300 LA ACTIVIDAD DE LAS COMUNIDADES AUTONOMAS

Preguntas con respuesta por escrito

Presentadas 653
Pendientes anteriores 105
Tipo de finalizacién
No finalizadas 211
Contestadas 541
Retiradas 2
Cambio calificacién 2

Rechazadas 2

Comparecencias del Gobierno

Encontradas 348 iniciativas
En ese periodo, iniciaron su tramitacién: En el periodo indicado 301
En un periodo anterior 47
Segin el tipo de finalizacién, se agrupan en: No finalizadas 149
Debatidas 181
Retiradas 18
Presentadas 301
Pendientes anteriores 47
Tipo de finalizacién
No finalizadas 149
Debatidas 181
Retiradas 18

Solicitudes de comisiones de investigacién

Presentadas 1
Pendientes anteriores 1
Tipo de finalizacién

No finalizadas 1

Cambio de Calificacién 1

La solicitud de constitucién de una Comisién de Investigacién sobre el caso
de los nifios desaparecidos en Canarias fue transformada en peticién de consti-
tucién de Comisidén de Estudio.
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La otra Comisién cuya solicitud se presento en el curso del afio es la que tiene
por objeto esclarecer los hechos y actuaciones de las Administraciones Pablicas
Canarias, personas fisicas y juridicas, asi como Ja determinacién de las responsabi-
lidades a que hubiere lugar, en relacién con el Recurso Contencioso Administra-
tivo nim. 848/94, Sentencia 586/1998 y del Recurso Contencioso Administrativo
num. 352/08, Sentencia 132/2007, asi como todos los expedientes administrativos
relacionados de forma directa o indirecta con dichas causas judiciales, todo ello,
relativos a la concesién de explotacién minera a favor de la empresa Canteras
Cabo Verde SA, en Montaiietas de Tebeto, Fuerteventura.

Reforma del Reglamento

Se ha creado en el seno de la Comisién de Reglamento un Ponencia para la
Reforma del Reglamento del Parlamento de Canarias, no habiendo culminado
sus trabajos al acabar el ejercicio.

Reforma de las normas de Gobierno Interior

La Comisién de Reglamento del Parlamento de Canarias, en sesién celebrada
el dfa 17 de junio de 2008, aprob6 una modificacién puntual de las Normas de
Gobierno Interior del Parlamento de Canarias, publicada en el Boletin Oficial
del Parlamento niim. 149/2008, de 4 de julio de 2008

Normas interpretativas y supletorias del Reglamento

En este periodo no se han dictado Normas Interpretativas y Supletorias del
Reglamento de cardcter general.

Otras iniciativas
Comisiones de estudio

En ese periodo, iniciaron su tramitacidén se presentd una Unica solicitud de
constitucién de Comisién de Estudio, por cambio de calificacién de otra que se
habfa presentado como peticién de creacién de Comisién de Investigacion. Al
final de cjercicio no habia recaido decisién del Pleno al respecto.

Subcomisiones

El Pleno del Parlamento en sesién de 10 de diciembre de 2008 aprobé la cre-
acién de una subcomisién en el seno de la Comisién de Asuntos Europeos y
Accién Exterior; para elaborar un Informe sobre el trabajo realizado por las
Universidades de La Laguna y de Las Palmas de Gran Canaria sobre la situacién
de la inmigracién en Canarias.



